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La implementación efectiva de las políti-
cas públicas depende, entre otras cosas, 
de la idoneidad de las personas encar-

gadas de ejecutarlas y de las condiciones insti-
tucionales en las que esas personas realizan su 
trabajo. Por eso, la legislación establece requisi-
tos de formación y experiencia para acceder a 
cargos de alta responsabilidad técnica en el Es-
tado, prevé mecanismos para asegurar que las 
nuevas designaciones satisfagan esos requisitos 
y asegura estabilidad en los cargos por períodos 
prolongados.

Este documento analiza, de forma exploratoria, 
el acceso y las condiciones institucionales de 
desempeño de la alta dirección en la adminis-
tración pública central del Estado nacional. Se 
centra en quienes actualmente ocupan Direc-
ciones Nacionales y Direcciones Generales e in-
cluye referencias comparativas a los ministros, 
secretarios y subsecretarios.

Entre los principales hallazgos se encuentran.  1) 
De acuerdo con las designaciones analizadas y 
en contraste con lo que demanda la normativa 
vigente, nueve de cada diez personas a cargo de 
direcciones no fueron seleccionadas en concur-
sos. Además, la mitad de los directores nacio-
nales y dos tercios de los directores generales 
fueron designados a través de la excepción de 
alguno de los requisitos de la carrera del servi-
cio civil. Las designaciones sin concursos y la 

frecuente omisión de requisitos indican que 
existe un contraste entre lo que valoran las au-
toridades que designaron a los actuales direc-
tores y los atributos que promueven las reglas 
vigentes. Ese contraste puede asociarse con la 
prioridad de la lealtad política por sobre otros 
atributos relevantes o con la urgencia para cu-
brir los cargos. 2) Los directores actuales llevan, 
en promedio, tres años en sus cargos. Casi seis 
de cada diez fueron designados en diciembre de 
2011. Un análisis estadístico preliminar revela 
que no son los cambios de los ministros sino los 
de los secretarios los que estimulan los reempla-
zos en las direcciones nacionales y las generales. 
Esto sugiere que, en general, los secretarios deci-
den la composición de las posiciones de alta res-
ponsabilidad técnica que deberían ocuparse de 
acuerdo con las reglas de la carrera del servicio 
civil. 3) Nueve de cada diez directores completó 
sus estudios universitarios. Casi cuatro de cada 
diez son abogados. Dada la diversidad de las ta-
reas que se realizan en el Estado, es improbable 
que la alta concentración de personas formadas 
en leyes sea adecuada a la naturaleza de los te-
mas a atender. En estas condiciones, es probable 
que las competencias se adquieran en la prácti-
ca. Esta adquisición es más probable cuando los 
funcionarios permanecen en sus cargos. En los 
casos en que la baja especialización disciplinaria 
se combina con baja antigüedad en el cargo, el 
desarrollo de competencias relevantes para la 
gestión es menos probable.
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D    C2 Introducción

La implementación efectiva de las políticas de 
gobierno es una condición necesaria para al-
canzar los objetivos del Estado. Para eso, hacen 
falta distintos tipos de recursos: tecnológicos, 
procedimentales y humanos. Este documento 
se concentra en los últimos, específicamente en 
quienes tienen la responsabilidad técnica en un 
gobierno, comúnmente denominados la alta di-
rección pública (ADP). 

Las características que asume una ADP in-
ciden en las políticas que luego es capaz de im-
plementar1. Por eso, en todos los países se esta-
blecen requisitos específicos —de formación 
y de experiencia— con los que estos funciona-
rios deben cumplir para acceder al cargo.

La administración central incluye a los mi-
nisterios que integran el Poder Ejecutivo Na-
cional de los cuales dependen las secretarías, de 
las cuales a su vez dependen las subsecretarías. 
Hasta este nivel quedan comprendidos los car-
gos de designación política del gobierno2. Estos 
no forman parte de lo que aquí llamamos alta 
dirección pública, sino que asumen la respon-
sabilidad política por la tarea que desempeñan 
y son designados por el presidente o sus minis-
tros3. Por debajo en la cadena jerárquica, están 
las instancias de dirección técnica encabezadas 
por los directores nacionales y los directores 
generales, funcionarios que, de acuerdo con el 
marco normativo vigente, deben ser designa-
dos por concurso abierto4. 

Pese a que su rol es estratégico, es poco lo que 
sabemos sobre los responsables de implementar 
las políticas públicas en la Argentina. Para cono-
cerlos mejor, CIPPEC recabó información sobre 
las designaciones de quienes actualmente desem-
peñan los cargos de director nacional y director 
general (es decir, quienes constituyen el primer 
eslabón de la función ejecutiva, o la alta dirección 
pública del Estado, según la normativa nacional). 
Con fines comparativos, se relevó también las de-
signaciones de quienes detentan los cargos políti-
cos (ministros, secretarios y subsecretarios) den-
tro de la ministración central del Estado5. 

1 Autores como Oszlak (2009) presentan argumentos consistentes 
a este respecto ya que la profesionalidad de los funcionarios públi-
cos permite un desempeño eficaz de sus actividades.
2 Cao, H. (noviembre de 2008) La administración pública argen-
tina: nación, provincias y municipios. Ponencia presentada en XIII 
Congreso Internacional del CLAD sobre la reforma del Estado y 
de la administración pública. Buenos Aires, Argentina. 
3 El Decreto 357/02 detalla el organigrama de la administración 
centralizada hasta el nivel de las subsecretarías. En los años 
sucesivos se realizaron diversas modificaciones sobre la base de 
ese decreto.
4 Así lo establece el Sistema Nacional de la Profesión Adminis-
trativa -SINAPA- (Decreto 993 de 1991), modificado luego por 
el Sistema Nacional de Empleo Público –SINEP- (Decreto 2098 
de 2008).
5 Para este estudio, se relevaron todas las direcciones nacionales 
y generales (N=385) a octubre de 2014 y se excluyó las que no 
contaban con un director designado en ese momento (N=86), 
según la información consignada en la web de Mapa del Estado. 
También se relevaron las designaciones de los secretarios y 
subsecretarios en vigencia (N=210). Cabe destacar que, además 
de la administración central que conforma el eje del estudio, 
existen otros organismos que también integran la administración 
nacional. En total son 23 organismos desconcentrados y 79 
descentralizados, a los que se suman las empresas públicas.

La principal distinción entre la conducción 
política y técnica es el modo de designación. La 
selección a través de concursos abiertos pro-
cura identificar a los candidatos más idóneos 
para ocupar los cargos. Al mismo tiempo, el he-
cho de que la designación tenga una vigencia de 
cinco años con posibilidad de extensión a siete6 
es una manera de promover la estabilidad de los 
funcionarios, dado que sus cargos duran más 
que el total de un mandato ejecutivo, lo que fa-
cilita la sostenibilidad de las políticas públicas.

¿Cómo se designa a los 
directores nacionales y 
generales en la Argentina? 

El requisito legal para acceder a la titularidad en 
los cargos de función ejecutiva es ganar un con-
curso de oposición y antecedentes. Sin embargo, 
el 90% de los directores nacionales y el 88% de 
los directores generales en vigencia fueron de-
signados en forma transitoria. La selección de 
funcionarios mediante concursos es infrecuen-
te. Los directores nacionales y generales seleccio-
nados por concurso son una pequeña minoría.

Un análisis de las actas de designación mues-
tra que el 50% de los directores nacionales y el 
66% de los directores generales actualmente 
en funciones fueron designados exceptuando 
algún requisito establecido en el sistema de ca-
rrera de servicio civil7. 

En algunos ministerios (como el de Agricul-
tura, Ganadería y Pesca y el de Cultura), todas 
las designaciones de directores nacionales y ge-
nerales se realizaron tras exceptuarlos de algún 
requisito. En otros (como el de Planificación y el 
de Salud), el porcentaje de directores nacionales 
y generales exceptuados es inferior al 25% o no 
se hallaron exceptuados (ver gráfico 1). 

De acuerdo con el análisis estadístico que 
realizamos, el haber sido designado sin satisfa-
cer algún requisito está asociado con una menor 
estabilidad en el cargo. Esta asociación se verifi-
ca aun cuando se toman en cuenta otros atribu-
tos de los directores como el género, los estudios 
universitarios y la edad. 

La frecuencia en las designaciones que omi-
ten requisitos sugiere que existe un contraste 
entre lo que las autoridades actuales valoran y 

6 Cumplido el plazo de 5 años en el cargo, el funcionario que 
haya recibido la calificación “sobresaliente” durante dos evalua-
ciones consecutivas podrá mantener la función ejecutiva por un 
único periodo de dos años adicionales, luego del cual se deberá 
llamar a una nueva selección para la cobertura del cargo.
7 Las excepciones consignadas en las actas de designación 
pueden ser de dos tipos: 1) excepciones en el marco del Art. 11 
del SINAPA o el Art. 14 del SINEP; 2) excepciones respecto a la 
ley de presupuesto sancionada por el Congreso para un año de-
terminado. La primera clasificación es la más importante porque 
implica que el individuo está exceptuado de requisitos mínimos 
de acceso a cada nivel escalafonario establecido en la normativa 
vigente, como por ejemplo años de especialización, título de 
maestría, experiencia en coordinación de equipos, etc. Sin 
embargo, no se especifica a cuál de estos requisitos se refiere 
la excepción. La segunda refiere a los requisitos establecidos en 
la ley de presupuesto sancionada anualmente por el Congreso 
nacional.
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lo que los atributos que las reglas vigentes pro-
curan promover. Es probable que se busque un 
mayor alineamiento político de estos funciona-
rios con el presidente, el ministro o el resto de 
los cargos políticos. También es posible que las 
excepciones procuren responder a necesidades 
urgentes y a cubrir más rápido los cargos.

Gráfico 1. 
Directores nacionales y generales excep-
tuados de requisitos de carrera en el servi-
cio civil, según jurisdicción. En % (2014)

* Los cargos de directores generales en el 
Ministerio de Industria están vacantes según la 
fuente consultada.
** El dato de directores generales para la cartera 
de Salud no fue relevado debido a la falta de 
disponibilidad de decretos de designación.
*** En C&T no hay directores generales 
exceptuados de requisitos.
Fuente: CIPPEC (2014).

¿Qué sabemos de la formación 
profesional de los directores 
nacionales, los directores 
generales, los secretarios y los 
subsecretarios? 

La formación profesional es la suma de los es-
tudios y aprendizajes adquiridos a lo largo de la 
vida, los cuales tienden a mejorar las habilida-
des y competencias que inciden en el desempe-
ño laboral. La normativa juzga como relevantes 
a estos saberes y los establece como requisitos 
para los cargos de función ejecutiva8. 

CIPPEC registró el porcentaje de funciona-
rios que completaron estudios universitarios: 
el 90% de la alta dirección pública nacional 
cursó estudios universitarios. El porcentaje es 
elevado si se tiene en cuenta que los universita-

8 Tanto el SINAPA como el actual SINEP establecen requisi-
tos mínimos de formación profesional para acceder a cargos 
ejecutivos. Entre los más importantes se destacan la posesión 
de un título de grado de carrera no menor a 4 años de duración; 
especialización en el campo profesional afín a la tarea a de-
sempeñar; experiencia laboral pertinente al cargo de al menos 
6 años; experiencia en conducción de equipos de trabajo de al 
menos 3 años. El SINAPA es menos exigente, y establece como 
requisito la posesión de título universitario o terciario de carrera 
no inferior a 3 años, y experiencia afín a la función de al menos 
5 años. Además, establece como requisito adicional la edad 
mínima de 30 años para ocupar cargos de nivel A y de 25 para 
ocupar cargos de nivel B.

rios representan el 6% de la población argenti-
na mayor a 20 años.

¿Qué sucede con los secretarios y subsecreta-
rios? Aunque a mayor cercanía con la presidencia 
existe mayor predominio de factores políticos 
en la designación de funcionarios, el 80% de los 
secretarios y el 79% de los subsecretarios son 
graduados universitarios. Esto indica que existe 
una valoración positiva de la formación universi-
taria, más allá de la naturaleza del cargo en cues-
tión (sea política o técnica). (Ver gráfico 2).

De esta mayoría universitaria, los abogados 
representan el 38% de la alta dirección pública 
y el 31% de los secretarios y subsecretarios. En 
contraste, los graduados en ciencias básicas y 
aplicadas representan el 18% de los directores 
nacionales y generales y el 15% de los secreta-
rios y subsecretarios.

La alta concentración de abogados indica 
que el tipo de formación universitaria de estos 
funcionarios no siempre se corresponde con la 
naturaleza de las tareas que deben desempeñar. 
A este escenario se le suma una alta tasa de ro-
tación que impide a los funcionarios adquirir 
experiencia en las tareas concernientes al car-
go. El resultado es una alta dirección pública 
con estudios universitarios, pero con un bajo 
nivel de especialización.

Respecto a otro tipo de experiencias que su-
man a la formación profesional (como el desem-
peño de cargos de autoridad partidaria) encon-
tramos que solo tres directores, secretarios o 
subsecretarios detentan hoy un cargo directivo 
en un partido político, aunque muchos de ellos 
militan o participan activamente en alguna 
agrupación9.

Gráfico 2. 
Secretarios, subsecretarios, directores na-
cionales y directores generales con título 
universitario. En %

Fuente: CIPPEC (2014).

9 Estos datos se solventan en un cruce entre nuestra base de 
trabajo y la base de autoridades partidarias (nacionales y de 
distrito) provista por la Cámara Nacional Electoral.
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D    C4 ¿Cuánto duran en su cargo 
quienes ocupan las direcciones 
nacionales y generales?

Según las reglas vigentes, un director podría 
durar entre un mínimo de cinco y un máximo 
de siete años en funciones. Sin embargo, los di-
rectores nacionales y generales actuales tie-
nen una antigüedad promedio de tres años en 
su cargo.

El 60% de los directores nacionales en vi-
gencia fue designado a partir de diciembre de 
2011. Cerca de un tercio (32%) ingresó entre 2007 
y 2011. Los directores nacionales con más anti-
güedad representan solamente el 8% restante. 
El mismo patrón se mantiene para los directo-
res generales: el 56% lleva un período menor a 
tres años en el cargo (ver gráfico 3).

Las designaciones transitorias reducen la 
antigüedad promedio de estos funcionarios. 
Esta práctica puede facilitar la discontinuidad 
en las políticas públicas.

Gráfico 3. 
Antigüedad promedio de los directores 
nacionales y generales, según jurisdicción. 
En meses (2014)

Los cargos de directores generales en el Ministerio 
de Industria están vacantes según la fuente 
consultada.
** El dato de directores generales para la cartera 
de Salud no fue relevado debido a la falta de 
disponibilidad de decretos de designación.
*** En C&T no hay directores generales 
exceptuados de requisitos.
Fuente: CIPPEC (2014).

¿De qué depende la estabilidad 
de los directores nacionales y 
generales?

Podríamos suponer que existe una relación en-
tre cuánto duran los ministros y cuánto duran 
quienes ocupan los cargos técnicos de mayor 
jerarquía que de ellos dependen. Sin embargo, 
el análisis estadístico demuestra que el reem-
plazo de los ministros no tiene un efecto sig-

nificativo sobre los reemplazos de directores 
nacionales y generales10. En cambio, existe una 
asociación positiva entre la designación de un 
nuevo secretario y la renovación de la estruc-
tura de directores nacionales y generales a su 
cargo. En promedio, el nombramiento de un 
secretario coincide con un recambio en la alta 
dirección pública dentro de los 12 meses subsi-
guientes a su designación11. 

Cuando se designa un secretario, en general 
se renueva la estructura técnica. Usualmente, 
esta renovación alcanza el nivel de direcciones 
nacionales y en menos ocasiones, involucra 
también a las direcciones generales.

Esto sugiere la existencia de una alta dis-
crecionalidad por parte de los secretarios en la 
designación de cargos técnicos de la estructura 
del servicio civil. Esto es consistente con dos in-
terpretaciones: cuando asume un nuevo secre-
tario, ocupa los puestos inferiores con técnicos 
de su confianza; cuando cambia un secretario, 
los niveles jerárquicos superiores tienen discre-
cionalidad para operar cambios en el nivel de 
direcciones. Con independencia de la hipóte-
sis explicativa, lo cierto es que estos nombra-
mientos omiten el mecanismo de selección y, 
frecuentemente, los requisitos de elegibilidad 
previstos en las normas vigentes.

Conclusiones

En síntesis, la estructura de la alta dirección 
pública es volátil y cambiante (hay muchas 
designaciones y el promedio de antigüedad de 
los directores es bajo). Esto impacta de mane-
ra negativa en la calidad de las políticas: acor-
ta los tiempos de ejecución y facilita el cambio 
frecuente de las estrategias de implementación. 
Además, es frecuente que las designaciones de 
los directores no cumplan las especificaciones 
legales y, en promedio, coinciden con el nom-
bramiento de un nuevo secretario.

Los datos presentados plantean algunos 
interrogantes. ¿Por qué en la práctica las de-
signaciones de la alta dirección pública res-
ponden más a criterios y mecanismos discre-
cionales que a los dispuestos por el régimen de 
la administración pública? ¿Por qué motivo los 
secretarios prefieren designar a personas de su 
confianza para ocupar esas posiciones en lugar 
de apoyarse en el personal de carrera de los mi-
nisterios? 

Una explicación posible es que los meca-
nismos establecidos en el régimen del empleo 

10 Se corrieron regresiones de MCO y test de medias para estu-
diar el efecto del nivel (es decir, del cargo) sobre la duración. Los 
resultados indican que se removió menos a los ministros que a 
los cargos jerárquicamente inferiores.
11 Se comparó la duración promedio de los directores nacionales 
y generales con la de secretarios, subsecretarios y ministros. 
Sobre un total de 18 jurisdicciones analizadas, en 9 el cambio de 
un secretario conlleva al cambio de un director nacional durante 
los 12 meses subsiguientes a su designación. En el caso de las di-
recciones generales, solo en 3 jurisdicciones ocurre un recambio 
cuando cambia el secretario.
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público para evaluar al personal y determinar 
las promociones y designaciones en los cargos 
más altos no funcionan correctamente o son in-
eficaces para garantizar el control y la subordi-
nación del personal de carrera a las autoridades 
políticas. Si este fuera el caso, existirían claros 
incentivos para que los funcionarios políticos 
prefieran designar transitoriamente a personas 
de su confianza antes que intentar alinear a los 
funcionarios de carrera. 

También podría pensarse que, en la medida 
en que la política electoral y partidaria se finan-
cia fundamentalmente con recursos del Estado, 

las designaciones se utilizan para retribuir o 
conservar apoyos, aun en las posiciones que el 
régimen del empleo público define como esen-
cialmente técnicas. En caso de que este fuera 
el motivo, la inestabilidad en los cargos podría 
responder a la volatilidad de los acuerdos políti-
cos o las coaliciones circunstanciales. 

De una u otra forma, el modo en que hoy 
funcionan las designaciones de directores na-
cionales y generales deja como saldo una alta 
dirección pública débilmente especializada, 
con baja antigüedad en el cargo y muy volátil. 
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